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FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME Nº 32/04
CASO 11.556
CORUMBIARA
(Brasil)

I. Resumen del caso 

	Víctima (s): Alcindo Correia da Silva, Odilon Feliciano, Sergio Rodrígues Gomes, Nelci Ferreira, Ari Pinheiro dos Santos, Vanessa dos Santos Silva, Enio Rocha Borges, Jesus Ribeiro de Souza, José Marcondes da Silva, Ercilio Oliveira Campos, Darci Nunes do Nascimento, Antonio Ferreira da Silva, Alzira Augusto Monteiro, José Carlos Moreira, Claudionor Paula, Ana Paula Alves, Jair Nunes de Morais, Edimar Silírio Dias, Eilvo Hilário Schneider, Arivaldo Neckel de Almeida, Zildo Gomes Cunha, Valtair Alves da Silva, Geraldo Francisco Clara, Claudemir Pereira, Paulo Correia da Silva, “H5”,  Moacir Camargo Ferreira, Agostinho Feliciano Neto y otros
Peticionario (s): Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL)
Estado: Brasil
Informe de Fondo Nº: 32/04, publicado el 11 de marzo de 2004
Informe de Admisibilidad: Analizado junto con el Informe de Fondo Nº 32/04

Temas: Adoptar disposiciones de derecho interno / Campesinos / Ejecuciones sumarias, extrajudiciales o arbitrarias / Debido proceso legal / Garantías judiciales y protección judicial / Integridad personal / Investigación / Jóvenes / Jurisdicción militar en casos de violaciones a los derechos humanos cometidas por militares / Masacre / Mujeres / Niños, niñas y adolescentes / Obligación de respetar los derechos / Personas en situación de pobreza/pobreza extrema / Personas mayores / Reforma agraria / Tierra / Tortura / Tratos o penas crueles, inhumanos y/o degradantes / Uso excesivo de la fuerza / Vida / Violencia 
Hechos: El caso se refiere a la ejecución extrajudicial de 11 personas y actos de tortura infligidos a 17 personas por policías militares a desalojar a trabajadores y trabajadoras rurales que habían ocupado una parte de la hacienda Santa Elina en el municipio de Corumbiara, Rondônia, Brasil el 9 de agosto de 1995.

Derechos violados: La Comisión concluyó que el Estado brasileño era responsable de la violación al derecho a la vida, a la integridad personal, a la protección judicial y a las garantías judiciales consagrados en los artículos 4, 5, 25 y 8, respectivamente, de la Convención Americana, en perjuicio de los trabajadores sin tierra identificados en el presente informe, debido a las ejecuciones extrajudiciales, lesiones a la integridad personal, y violaciones de la obligación de investigar, del derecho a un recurso efectivo y de las garantías judiciales cometidas en su perjuicio. La Comisión determina igualmente que el Estado violó su deber de adoptar disposiciones de derecho interno, en los términos del artículo 2 de la Convención Americana, y violó también la obligación que le impone el artículo 1(1) de respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención. La CIDH concluye asimismo que el Estado brasileño violó los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. En relación con la violación al artículo 4 de la Convención, el presente pronunciamiento comprende a las siguientes víctimas: Alcindo Correia da Silva, Odilon Feliciano, Sergio Rodrígues Gomes, Nelci Ferreira, Ari Pinheiro dos Santos, Vanessa dos Santos Silva, Enio Rocha Borges, Jesus Ribeiro de Souza, José Marcondes da Silva, Ercilio Oliveira Campos, y el trabajador no identificado conocido como “H5”. En lo relativo a la violación al artículo 5 de la Convención Americana y a los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, las víctimas específicas que comprende el pronunciamiento son las siguientes: Darci Nunes do Nascimento, Antonio Ferreira da Silva, Alzira Augusto Monteiro, José Carlos Moreira, Claudionor Paula, Ana Paula Alves, Jair Nunes de Morais, Edimar Silírio Dias, Eilvo Hilário Schneider, Arivaldo Neckel de Almeida, Zildo Gomes Cunha, Valtair Alves da Silva, Geraldo Francisco Clara, Claudemir Pereira, Paulo Correia da Silva, Moacir Camargo Ferreira y Agostinho Feliciano Neto. 


II. Recomendaciones 

	Recomendaciones
	Estado de cumplimiento en el 2018

	1. Realizar una investigación completa, imparcial y efectiva de los hechos por órganos que no sean militares, que determine y sancione la responsabilidad de todos los autores materiales e intelectuales, tanto militares como civiles, respecto a las muertes, lesiones personales y demás hechos ocurridos en la hacienda Santa Elina el 9 de agosto de 1995.  
	Pendiente de cumplimiento

	2. Reparar adecuadamente a las víctimas especificadas en este informe, o a sus familiares, de ser el caso, por las violaciones de derechos humanos determinadas en el presente informe.
	Pendiente de cumplimiento

	3. Adoptar las medidas necesarias para tratar de evitar que se produzcan hechos similares en el futuro.
	Cumplimiento parcial

	4. Modificar el artículo 9 del Código Penal Militar, el artículo 82 del Código de Procedimiento Penal Militar y cualquier otra norma interna que requiera modificarse a los efectos de abolir la competencia de la policía militar para investigar violaciones a derechos humanos cometidas por policías militares, y transferir dicha competencia a la policía civil.
	Pendiente de cumplimiento


III. Actividad Procesal
1. En 2018, la CIDH solicitó información actualizada sobre el cumplimiento al Estado el 2 y el 18 de julio, y el Estado solicitó una prórroga el 17 de agosto. A la fecha de cierre de este informe, la Comisión no había recibido dicha información por parte del Estado.  

2. La CIDH solicitó información actualizada sobre el cumplimiento a los peticionarios el 2 de julio y el 11 de septiembre de 2018. A la fecha de cierre este informe, la Comisión no había recibido dicha información por parte de los peticionarios. 

IV. Análisis relativo a la información proporcionada

3. En 2018, ninguna de las partes proporcionó información a la Comisión sobre las acciones adoptadas por el Estado para cumplir con las recomendaciones emitidas en el Informe de Fondo Nº 32/04. La Comisión observa con preocupación que el Estado no ha presentado información a la CIDH desde el 2012 y los peticionarios desde el 2010.  
V. Análisis del cumplimiento de las recomendaciones
4. En relación con la primera recomendación, en 2010, el Estado informó que 12 policías militares y 2 trabajadores rurales fueron juzgados por el Tribunal de Jurados. En consecuencia, fueron condenados a una pena de reclusión 3 policías militares y los 2 agricultores. Añadió el Estado que dichas sentencias condenatorias adquirieron fuerza de cosa juzgada y que, en aquel momento, todos los condenados se encontraban cumpliendo la pena. Asimismo, el Estado informó que el 6 de diciembre de 2010 el Tribunal de Justicia de Rondônia declaró la inconstitucionalidad de la Enmienda Constitucional Estadual Nº 23 la cual otorgó a uno de los policías militares condenados el derecho a pasar a inactividad aun siendo objeto de proceso penal, siempre que el mismo no hubiera adquirido fuerza de cosa juzgada.  En tal sentido, el Estado informó que ha cumplido con esta recomendación.
5. En 2009, los peticionarios indicaron que no se realizó una investigación completa, imparcial y efectiva de los hechos más allá de lo descrito por la CIDH en el Informe de Fondo No 32/04, y por tanto esta recomendación estaría pendiente de cumplimiento.
6. La Comisión señala que la información presentada por el Estado respecto a los 3 policías militares y los 2 agricultores condenados ya había sido puesta en conocimiento de la CIDH mientras el presente caso estaba en la etapa de fondo. En este sentido, la Comisión evidencia que, después de la publicación del informe de fondo, no se han producido mayores avances en la investigación a efectos de sancionar a las personas responsables 23 años después de la ocurrencia de los hechos. En este sentido, la CIDH invita al Estado a que presente información precisa y actualizada sobre este punto. Por lo anterior, la CIDH considera que la Recomendación 1 se encuentra pendiente de cumplimiento.

7. Respecto de la segunda recomendación, el Estado ha reiterado que ha enfrentado dificultades en su cumplimiento, en virtud de las particularidades del caso en relación con el número de víctimas. En 2010, el Estado indicó que, a pesar que el informe de fondo de la CIDH del caso establece que son 28 el total de víctimas, los peticionarios estarían reivindicando el pago de indemnización a un número mucho mayor de personas, y además no habrían presentado oficialmente dicho listado de presuntas víctimas. Señaló además que en el marco del Programa Balcón de Derechos de la Secretaría de Derechos Humanos se presentó una acción de indemnización por daños morales y materiales contra el estado de Rondônia. Dicha acción, que llevaba el Nº 0000450-05.2010.822.0001, incluía a 198 personas víctimas de abusos y torturas durante la Masacre de Corumbiara y, en aquel momento, se encontraba pendiente. 
8. En 2010, los peticionarios expresaron que, según el informe de fondo de la CIDH del caso, hay más de 50 víctimas heridas. Asimismo, informaron sobre las dos acciones de indemnización que estaban en trámite ante la justicia estadual en aquel momento. En relación con el proceso Nº 0027840-97.1999.822.0012, iniciado el 29 de junio de 1999 por algunas víctimas del uso excesivo de la fuerza por parte de la policía militar estadual, el 20 de octubre de 2009 el Tribunal de Justicia de Rondônia confirmó la sentencia de primera instancia que fijó una indemnización cuyos valores varían entre R$5.000 y R$10.000.  Sin embargo, los peticionarios indicaron que, en aquel momento, las indemnizaciones aún no habían sido pagadas. Respecto al proceso Nº 0027858-21.1999.822.0012, iniciado el 28 de junio de 1999 por algunos familiares de las víctimas fallecidas, el Tribunal de Justicia de Rondônia confirmó la indemnización fijada por la sentencia de primera instancia, pero limitó a la edad de 25 años el derecho de pensión de los menores de 18 años. Los peticionarios indicaron que, en aquel momento, ninguna de las indemnizaciones había sido pagada. 
9. La Comisión reitera la importancia de dar cumplimiento a la medida de reparación del Informe de Fondo Nº 32/04. Asimismo, la CIDH insta nuevamente a las partes a superar los obstáculos existentes para poder dar cumplimiento a esta recomendación, y solicita que ambas partes proporcionen información detallada y actualizada sobre las medidas adoptadas por el Estado para cumplir con la misma. Por lo anterior, la CIDH considera que la Recomendación 2 se encuentra pendiente de cumplimiento. 

10. En relación con la tercera recomendación, en 2008, el Estado señaló que las 625 familias que se encontraban en la Hacienda Santa Elina, el día de los hechos, fueron asentadas en los municipios Theobroma (535 familias) y Cujubim (90 familias), en el estado de Rondônia, y que el Estado invirtió en  infraestructura, sanidad y salud para beneficiar a ellas. Asimismo, el Estado informó sobre la implementación en el estado de Rondônia del Programa Balcón de Derechos, cuyo objetivo era proporcionar asistencia jurídica, social y psicológica a aproximadamente 800 personas, especialmente aquellas afectadas por la Masacre de Corumbiara. Además, el Estado indicó que ha tomado un conjunto de medidas con el propósito de prevenir la violencia rural, tales como la creación del programa “Disque Terra e Paz” (“Llame Tierra y Paz”); del programa “Paz no Campo” (“Paz en el Campo”); y del Plan Nacional de Combate a la Violencia en el Campo. El Estado resaltó la creación de la Defensoría Agraria Nacional (Ouvidoria Agrária Nacional), en 2004, órgano encargado de prevenir, mediar y reducir los conflictos agrarios. En 2010, el Estado informó sobre el Decreto del 15 de abril de 2010 que declaró inmueble rural “de interés social, para fines de la reforma agraria” a la Hacienda Santa Elina. La hacienda fue expropiada concretamente en 2011 y se estaban adelantando esfuerzos para promover asentamientos de reforma agraria en la zona, lo cual beneficiaría en forma prioritaria a las víctimas y los familiares de las víctimas del presente caso. El Estado describió en 2012 las medidas que ha estado implementando en el estado de Rondônia y en el ámbito nacional, de conformidad con el Plan Nacional de Lucha contra la Violencia en el Campo, incluida la creación de instancias especializadas y el establecimiento de lineamientos nacionales para la Policía Militar en casos relativos a conflictos de tierra y desalojos. 

11. En 2010, los peticionarios reconocieron los esfuerzos del Estado brasileño en relación con esta recomendación, pero reiteraron que la situación de violencia en el campo en Brasil aún es grave.  Indicaron que, según datos de la Comisión Pastoral de la Tierra (CPT), en el período de enero a julio de 2010 hubo 222 conflictos por tierra en el país, los que tuvieron como resultado 7 homicidios, 43 víctimas de agresiones y 12 personas amenazadas de muerte. Por otra parte, destacaron que, además de la carencia de medidas preventivas eficientes, la impunidad es uno de los principales obstáculos en la reducción de la violencia en el campo. 
12. La CIDH valora las políticas implementadas por el Estado con el propósito de combatir la violencia rural. Sin perjuicio de ello, en el marco de sus funciones de monitoreo temático y geográfico durante el 2018 la CIDH ha continuado recibiendo información sumamente preocupante sobre la situación de violencia en el campo en Brasil
. En las Observaciones Preliminares de la Visita in loco de la CIDH a Brasil, la Comisión expresó su profunda preocupación por el incremento de la violencia rural y el grave problema que enfrentan decenas de miles de familias del campo que año a año son desalojadas de las tierras que habitan u ocupan
. En este sentido, la Comisión continuará supervisando el impacto concreto de dichas medidas en la no repetición de hechos como los del presente caso y reitera su llamado al Estado a tomar medidas para garantizar el derecho a la vida, a la integridad y a la seguridad de defensoras y defensores del derecho a la tierra y al medio ambiente en Brasil. Por lo anterior, la CIDH considera que la Recomendación 3 se encuentra parcialmente cumplida. 
13. En relación con la cuarta recomendación, en 2010, el Estado informó que habían tres proyectos de ley relacionados al objeto de esta recomendación en estudio de la Comisión de Constitución, Justicia y Ciudadanía (Proyecto de Ley Nº 2014 de 2003; Proyecto de Ley Nº 1837 de 2003; y Proyecto de Ley Nº 5096 de 2009). Señaló que el Proyecto de Ley Nº 2014 de 2003 establecería la competencia del Tribunal de Jurados para el juzgamiento de militares en todos los crímenes dolosos contra civiles, mientras el Proyecto de Ley Nº 1837 de 2003 establecería que los crímenes de homicidio y lesiones corporales cometidos por policías militares estaduales contra civiles son de competencia de la justicia ordinaria. Asimismo, reiteró que el Supremo Tribunal Federal ya estableció que el Ministerio Público tiene legitimidad constitucional para investigar la conducta de policías. Adicionalmente, el Estado informó sobre la realización del Seminario Internacional sobre Derechos Humanos y Administración de la Justicia Militar, del 27 al 29 de noviembre de 2007, en Brasília, a fin de impulsar la discusión interna en Brasil sobre la competencia de los tribunales militares en lo que se refiere al juzgamiento de violaciones de derechos humanos. 
14. En 2010, los peticionarios reiteraron que la aprobación de la Ley Federal Nº 9.299/1996 que determinó la transferencia a la justicia ordinaria de la competencia para juzgar el delito de homicidio doloso cometido por policías militares contra civiles, no transfirió la competencia para la realización de la investigación policial. Resaltaron en el mismo sentido que los demás delitos permanecen bajo competencia de la justicia militar. Por otra parte, observaron que los proyectos de ley mencionados por el Estado no modifican la potestad de la policía militar de investigar los delitos cometidos por policías militares. En relación con el Proyecto de Ley Nº 2014 de 2003, indicaron que además de mantener la competencia de la justicia militar para juzgar delitos comunes cometidos por militares, ampliaría el listado de delitos militares.
15. En el marco de sus funciones de monitoreo temático y geográfico, la CIDH ha continuado recibiendo información sumamente preocupante sobre retrocesos en el cumplimiento de las obligaciones internacionales del Estado brasileño como consecuencia de la expansión de la jurisdicción de los tribunales militares. En octubre del 2018, al concluir su visita in loco a Brasil, la CIDH reiteró su rechazo a la modificación del Código Penal Militar por la Ley Nº 13.491/17 para que los homicidios dolosos de civiles cometidos por agentes de las fuerzas armadas sean juzgados por tribunales militares.
 En este sentido, recomendó al Estado “realizar las adecuaciones legislativas necesarias para garantizar que los procesos criminales en los cuales los responsables son funcionarios militares sean examinados por la jurisdicción ordinaria, y no por el fuero penal militar, para evitar impunidad antes violaciones de derechos humanos.”
 Tomando en consideración lo anterior, la CIDH estima necesario continuar supervisando el cumplimiento de las acciones legislativas ordenadas en el Informe de Fondo Nº 32/04 y, por consiguiente, concluye que la Recomendación 4 se encuentra pendiente de cumplimiento. 

VI. Nivel del cumplimiento del caso 

16. Por lo anterior, la Comisión concluye que el nivel de cumplimiento del caso es parcial. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando el cumplimiento las recomendaciones 1, 2, 3 y 4. 
17. La Comisión insta al Estado adoptar las acciones necesarias para cumplir con las recomendaciones emitidas en el Informe de Fondo Nº 32/04, y proporcionar información actualizada y detallada sobre dichas acciones a la CIDH. Al mismo tiempo, la CIDH nota que no cuenta con información actualizada de los peticionarios sobre las medidas adoptadas por el Estado para cumplir con las recomendaciones y les invita a suministrar dicha información.      

VII. Resultados individuales y estructurales del caso 

18. En esta sección se destacan los resultados individuales y estructurales del caso informados por las partes. 

A. Resultados individuales del caso

Medidas de justicia

· Estado informó que el 6 de diciembre de 2010 el Tribunal de Justicia de Rondônia declaró la inconstitucionalidad de la Enmienda Constitucional Estadual Nº 23 la cual otorgó a uno de los policías militares condenados el derecho a pasar a inactividad aun siendo objeto de proceso penal, siempre que el mismo no hubiera adquirido fuerza de cosa juzgada.
Medidas de reparación

· Aprobación de la Ley de Estadual Nº 786, de 8 de julio de 1998, que autoriza al Poder Ejecutivo de Rondônia a conceder pensión a herederos de víctimas fatales del enfrentamiento de Corumbiara, y da otras providencias.

Medidas de rehabilitación
· Las 625 familias que se encontraban en la Hacienda Santa Elina, el día de los hechos, fueron asentadas en los municipios Theobroma (535 familias) y Cujubim (90 familias), en el estado de Rondônia, y el Estado invirtió en  infraestructura, sanidad y salud para beneficiar a ellas.
· Implementación en el estado de Rondônia del Programa Balcón de Derechos, cuyo objetivo es proporcionar asistencia jurídica, social y psicológica a aproximadamente 800 personas, especialmente aquellas afectadas por la Masacre de Corumbiara.
B. Resultados estructurales del caso

Políticas públicas

· Creación del programa “Disque Terra e Paz” (“Llame Tierra y Paz”), un servicio telefónico gratuito y disponible en todo el territorio nacional, todos los días de la semana, a través del cual se puede obtener información sobre cuestiones agrarias en Brasil y ofrecer denuncias sobre violencia en zona rurales, irregularidades en procesos de reforma agraria, violaciones a los derechos humanos, entre otros.  
· Creación del programa “Paz no Campo” (“Paz en el Campo”) por por el Ministerio del Desarrollo Agrario, que actúa en las siguientes áreas de trabajo: prevención de tensión social en el campo; capacitación de mediadores de conflictos sociales; recepción de denuncias; mediación de conflictos agrarios; creación de Defensorías Agrarias (Ouvidorias Agrarias) en los Estados de la federación; asistencia social, técnica y jurídica a las familias acampadas.
· Creación del Plan Nacional de Combate a la Violencia en el Campo, mediante Resolución Nº 20 de la Secretaria Especial de Derechos Humanos de la Presidencia de la República el 23 de abril de 2003, lo cual comprendió la creación de Juzgados Federales y Estaduales especializados en conflictos agrarios, Fiscalías especializadas, Defensorías Públicas especializadas y Comisarías Policiales especializadas.

· El Decreto del 15 de abril de 2010 declaró a la Hacienda Santa Elina inmueble rural “de interés social, para fines de la reforma agraria”.

Fortalecimiento institucional

· Creación de la Defensoría Agraria Nacional (Ouvidoria Agrária Nacional), órgano encargado de prevenir, mediar y reducir los conflictos agrarios, mediante Decreto Nº 7.255 de 4 de agosto de 2004. 
· Creación de la Comisión Nacional de Combate a la Violencia en el Campo, mediante Orden Nº 1.053 de 14 de julio de 2006, la cual es coordinada por el Ministerio de Desarrollo Agrario a través de la Defensoría Agraria Nacional. La Comisión tiene como objetivos, entre otros, realizar estudios, proyectos y acciones para combatir, reducir y prevenir la violencia en el campo; sugerir medidas para agilizar los procesos administrativos y judiciales referentes a adquisición de tierras; y, sugerir medidas alternativas para facilitar el cumplimiento de las decisiones judiciales respectando a los derechos humanos. 
· Aprobación del Plan Nacional de Combate a la Violencia en el Campo.
· Realización del Seminario Internacional de Derechos Humanos y Administración de Justicia por los Tribunales Militares, los días 27 al 29 de noviembre de 2007, oportunidad que se discutió el objeto de la Recomendación 3 del presente caso.
· El gobierno del estado de Rondônia creó el Gabinete de Gestión Integrada, bajo los auspicios de la Secretaria de Estado de Seguridad Pública, Defensa y Ciudadanía, en 2007, con el fin de buscar soluciones para posibles focos de violencia, lo que incluye los conflictos agrarios.
· Elaboración por parte del Departamento de Defensoría Agraria y Mediación de Conflictos del Ministerio de Desarrollo Agrario, en colaboración con la policía militar de los estados, en el 2010, del Manual de Directrices Nacionales para el Cumplimiento de Mandatos Judiciales de Mantenimiento y Reintegración de Posesión Colectiva, lo cual tiene la finalidad de prevenir los conflictos territoriales derivados de la aplicación de las órdenes judiciales.

� CIDH, Comunicado de Prensa 276/18 - � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2018/276.asp" ��CIDH y Oficina Regional para América del Sur de ACNUDH condenan los asesinatos de líderes rurales, Brasil�. Washington, D.C., 27 de diciembre de 2018; CIDH, Comunicado de Prensa 168/18 - � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2018/168.asp" ��CIDH condena los asesinatos de defensores de derechos humanos vinculados al derecho al medio ambiente, a la tierra y trabajadores rurales en Brasil�. Washington, D.C., 27 de julio de 2018. 


� CIDH, Comunicado de prensa 238/18 - � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2018/238OPesp.pdf" ��CIDH culmina visita a Brasil. Anexo. Observaciones Preliminares de la visita�. Río de Janeiro, 30 de octubre de 2018.


� CIDH, Comunicado de prensa 160/2017 - � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2017/160.asp" ��ONU Derechos Humanos y CIDH rechazan de forma categórica proyecto de ley que expande la jurisdicción de tribunales militares en Brasil�. Santiago de Chile / Washington, D.C., 13 de octubre de 2017; CIDH, Comunicado de prensa 238/18 - � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2018/238OPesp.pdf" ��CIDH culmina visita a Brasil. Anexo. Observaciones Preliminares de la visita�. Río de Janeiro, 30 de octubre de 2018.   


� CIDH, Comunicado de prensa 238/18 - � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2018/238OPesp.pdf" ��CIDH culmina visita a Brasil. Anexo. Observaciones Preliminares de la visita�. Río de Janeiro, 30 de octubre de 2018.   
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